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LA SEXAGÉSIMA CUARTA LEGISLATURA AL HONORABLE CONGRESO DEL 
ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE GUERRERO, EN NOMBRE DEL PUEBLO 
QUE REPRESENTA, Y: 
 

C O N S I D E R A N D O 
 
Que en sesión de fecha 15 de abril del 2026, las Diputadas y el Diputado integrantes 
de la Comisión de Examen Previo, presentaron a la Plenaria el Dictamen con 
proyecto de Decreto por el que se declara improcedente la denuncia de juicio de 
responsabilidad política presentada por el licenciado Carmelo Loeza Hernández, 
quien se ostenta como apoderado legal de los CC. Guillermo Barreda Alvarado, 
Javier Santamaría Chávez, Macrina Sosa Leyva, Agustín Salgado Díaz, Juana 
Castula Cruz Tello, Ofelia Diego Callo, Mercedes Montes Gil, Víctor Hugo Porcayo 
Rivera, Felipe Adolfo Vergara Aburto, Florencio Felipe Solano, Jesús Alfredo Solís 
Rosas, Juvenal Ramírez Mendoza, Martha Navarrete Reyes, Victoria Escuen Ávila, 
Erika Gutiérrez Cortez, Edgar Guatemala Delgado, Lorena Ruiz Gatica, Olga 
Reséndiz Dorantes y Adela Torres Olea respectivamente, en contra de la presidenta 
del H. Ayuntamiento del Municipio de Acapulco de Juárez, Guerrero, Abelina López 
Rodríguez, en los siguientes términos: 

 
“I. METODOLOGÍA 

 
La Comisión de Examen Previo de conformidad con lo dispuesto por el artículo  75 
de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Guerrero número 286, de 
aplicación supletoria de conformidad con lo dispuesto en el artículo Sexto Transitorio 
de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Guerrero Número 231, se 
encuentra facultada para emitir el dictamen de valoración previa, en el que se 
determine el desechamiento de plano o la procedencia de las denuncias 
presentadas en contra de los servidores públicos a que se refieren los artículos 191, 
193 y 195 de la Constitución Política del Estado, en consecuencia, realizó el análisis 
de la Denuncia de Juicio de Responsabilidad Política, promovida por el Licenciado 
Carmelo Loeza Hernández, quien se ostenta como apoderado legal de los CC. 
Guillermo Barreda Alvarado, Javier Santamaria Chávez, Macrina Sosa Leyva, 
Agustín Salgado Díaz, Juana Castula Cruz Tello, Ofelia Diego Callo, Mercedes 
Montes Gil, Víctor Hugo Porcayo Rivera, Felipe Adolfo Vergara Aburto, Florencio 
Felipe Solano, Jesús Alfredo Solís Rosas, Juvenal Ramírez Mendoza, Martha 
Navarrete Reyes, Victoria Escuen Ávila, Erika Gutiérrez Cortez, Edgar Guatemala 
Delgado, Lorena Ruiz Gatica, Olga Reséndiz Dorantes y Adela Torres Olea, actores 
en los juicios laborales 767/2006, 584/2006 476/2008, 1044/2009, 1287/2009, 
367/2006, 768/2006, 585/2006, 275/2009, 295/2010, 75/2008 y 583/2006, en contra 
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de la Presidenta del H. Ayuntamiento del municipio de Acapulco de Juárez, 
Guerrero, Abelina López Rodríguez. 
 
Por lo que en el apartado denominado de “II. ANTECEDENTES” del presente 
Dictamen, se da constancia del trámite de inicio del proceso legislativo, así como de 
la recepción y turno para el dictamen de la Denuncia de Responsabilidad Política, 
suscrita por el Licenciado Carmelo Loeza Hernández. 
 
En el apartado de “III. CONTENIDO DE LA DENUNCIA DE RESPONSABILIDAD 
POLÍTICA”, se expone el contenido de la misma, la descripción de los documentos 
anexos y su alcance jurídico; así como de las actuaciones realizadas por la 
Comisión de Examen Previo. 
 
Finalmente, en el apartado de “IV. CONSIDERANDOS” se expresa la opinión 
técnica con respecto al sentido positivo o negativo, del asunto en estudio.  
 
II. ANTECEDENTES 
 
PRIMERO. En sesión de fecha ocho de octubre del año dos mil veinticinco, el 
Secretario de Servicios Parlamentarios, dio cuenta a la Mesa Directiva del oficio 
suscrito por el Director de Asuntos Jurídicos del Congreso del Estado, por el que 
remite en original un escrito de Denuncia de Juicio de Responsabilidad Política de 
fecha veinticuatro de septiembre de año dos mil veinticinco, presentada por el 
Licenciado Carmelo Loeza Hernández, quien se ostenta como apoderado legal de 
los CC. Guillermo Barreda Alvarado, Javier Santamaria Chávez, Macrina Sosa 
Leyva, Agustín Salgado Díaz, Juana Castula Cruz Tello, Ofelia Diego Callo, 
Mercedes Montes Gil, Víctor Hugo Porcayo Rivera, Felipe Adolfo Vergara Aburto, 
Florencio Felipe Solano, Jesús Alfredo Solís Rosas, Juvenal Ramírez Mendoza, 
Martha Navarrete Reyes, Victoria Escuen Ávila, Erika Gutiérrez Cortez, Edgar 
Guatemala Delgado, Lorena Ruiz Gatica, Olga Reséndiz Dorantes y Adela Torres 
Olea en contra de la Presidenta del H. Ayuntamiento del municipio de Acapulco de 
Juárez, Guerrero, Abelina López Rodríguez. Así como del auto de recepción de 
denuncia, auto de ratificación, diversos anexos en copia simples y sus respectivas 
certificaciones. 
 
SEGUNDO. Mediante oficio número LXIV/1ER/SSP/DPL/0229/2025, de ocho de  
octubre del año dos mil veinticinco, el Secretario de Servicios Parlamentarios del H. 
Congreso del Estado, por instrucciones de la Mesa Directiva envió a la Presidencia 
de la Comisión de Examen Previo, el oficio suscrito por el Director de Asuntos 
Jurídicos del H. Congreso del Estado, la Denuncia de Juicio de Responsabilidad 
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Política descrita en el antecedente que precede, así como sus anexos, para su 
análisis y emisión del Dictamen de Valoración Previa respectivo. 
 
TERCERO. La denuncia fue presentada el día treinta de septiembre de dos mil 
veinticinco, se recepcionó mediante auto de la misma fecha, y se ordenó turnar una 
copia a las y los integrantes, para su conocimiento y efectos legales conducentes. 
 
III. CONTENIDO DE LA DENUNCIA DE RESPONSABILIDAD POLÍTICA. 
 
PRIMERO. El escrito de denuncia de Juicio de Responsabilidad Política suscrita por 
el Licenciado Carmelo Loeza Hernández, quien se ostenta como apoderado legal 
de los CC. Guillermo Barreda Alvarado, Javier Santamaria Chávez, Macrina Sosa 
Leyva, Agustín Salgado Díaz, Juana Castula Cruz Tello, Ofelia Diego Callo, 
Mercedes Montes Gil, Víctor Hugo Porcayo Rivera, Felipe Adolfo Vergara Aburto, 
Florencio Felipe Solano, Jesús Alfredo Solís Rosas, Juvenal Ramírez Mendoza, 
Martha Navarrete Reyes, Victoria Escuen Ávila, Erika Gutiérrez Cortez, Edgar 
Guatemala Delgado, Lorena Ruiz Gatica, Olga Reséndiz Dorantes y Adela Torres 
Olea, versa en el los siguientes términos derivado de la transcripción del documento 
en estudio: 
 

“HECHOS: 
 
PRIMERO. Ahora bien, la presente denuncia de juicio político, deriva 
contra la Presidente Municipal de Acapulco de Juárez Guerrero, por la 
razón de que, en su primer informe de Gobierno del año 2022, periodo 
2021-2024 informo al pueblo de Acapulco, que se gastó la cantidad de 
$177.71 millones de pesos, en el año del 2022 en pago de laudos 
condenatorios cantidad que se considera totalmente excesiva, si 
efectivamente, hubiese pagado esa cantidad millonaria en pago de 
laudos, el Ayuntamiento de Acapulco que representa, no tuviese en la 
presente fecha deuda alguna en asuntos judiciales llámese: de las 
área Civil, Penal, Contencioso Administrativo y laboral, aspecto 
totalmente incongruente por parte de Ia Presidenta Municipal, ahora 
bien, ante este hecho sospechoso de indicios de corrupción, mis 
representados lo acreditan mediante la exhibición de la 
DOCUMENTAL PUBLICA, consistente, con las copias debidamente 
certificadas del primer informe de Gobierno del año 2022, pruebas que 
se exhiben y agregan a la presente denuncia, documento que tiene el 
pleno valor jurídico probatorio, por la razón, de que, fue expedido en 
copias certificadas, por una autoridad judicial en el desempeño de sus 



 

4 

funciones en el presente caso, efectivamente, existen indicios y existe 
una conducto sospecha de hechos de corrupción que afectan la 
administración de los recursos públicos en perjuicio de la sociedad. 
 
Efectivamente, las peticiones de los incisos A), B) Y C). tienen su 
fundamento legal en: I).- Los diversos laudos condenatorios de los 
juicios laborales emitidos antes del año 2022, dictados a favor de mis 
representados mismos que se exhiben y agregan como pruebas en la 
presente denuncia, II).- El convenio celebrado con mi representada 
Olga Reséndiz Dorantes de fecha 04 de junio del 2021 con el 
Ayuntamiento en el expediente número 649/2006, mismo que el 
Ayuntamiento no cumplió en las fechas de pagos convenidas que 
debieron haberse pagado en el año 2022, documento que se exhibe y 
agrega como prueba en la presente denuncia, III).- El escrito dirigido 
al Ayuntamiento con fecha de recibido 18 de abril de 2022, en la que 
consta los nombres de los trabajadores otorgantes del poder, en la 
que, se le hizo la solicitud a la Presidente Municipal, A).- De la entrega 
del presupuesto de egreso del 2022, B).- Y se le hizo del conocimiento 
que es la presente fecha, que no se han pagado los laudos 
condenatorios de los expediente laborales números: 767/2006, 
584/2006, 476/2008, 1044/2009, 1287/2009, 367/2006, 768/2006, 
585/2006, 275/2009, 295/2010, 75/2008 y 583/2006, sin tener 
respuesta alguna, por ello, mediante la presente denuncia solicito que 
se investigue, ya que existe la sospecha e indicio de que se hayan 
desviado recursos públicos en perjuicio de la sociedad, ya que, el 
monto millonario que dice pago el Ayuntamiento en laudos, es 
totalmente excesivo causando extrañeza que los laudos condenatorios 
que obtuvieron mis representados, que fueron dictados antes del año 
2022, fueron omitidos e ignorados y no fueran pagados, no obstante, 
de haberse solicitado su pago por escrito en el año del 2022, es decir, 
en tiempo y forma, aspecto legal que se acredita con el caudal 
probatorio ofertado, escritos que se exhiben y agregan como prueba 
en la presente denuncia. 
 
SEGUNDO. - Efectivamente, mis representados, los CC. GUILLERMO 
BARREDA ALVARADO, su demanda laboral de fecha 29 de mayo de 
2006 fue radicada bajo el expediente número 767/2006, el laudo se 
dictó con fecha 15 de diciembre de 2015, JAVIER SANTAMARIA 
CHAVEZ, su demanda laboral de fecha 31 de marzo de 2006 fue 
radicada bajo el expediente número 584/2006, el laudo se dictó con 
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fecha 25 de junio de 2013, MACRINA SOSA LEYVA, su demanda 
laboral de fecha 26 de noviembre de 2008 fue radicada bajo el 
expediente número 476/2008, el laudo se dictó con fecha 20 de junio 
de 2014, AGUSTIN SALGADO DIAZ, su demanda laboral de fecha 14 
de agosto de 2009 fue radicada bajo el expediente número 1044/2009, 
el laudo se dictó con fecha 13 de agosto de 2015, JUANA CASTULA 
CRUZ TELLO en su carácter de beneficiaria de AUSTREBERTA 
CRUZ TELLO, su demanda labora de fecha 29 de octubre de 2009 fue 
radicada bajo el expediente número 1287/2009. el laudo se dictó con 
fecha 11 de noviembre de 2015, OFELIA DIEGO CALLO, su demanda 
laboral de fecha 02 de febrero de 2006 fue radicada bajo el expediente 
número 367 /2006, el laudo se dictó con fecho 28 de marzo de 2012, 
MERCEDES MONTES GIL, su demanda laboral de fecha 07 de junio 
de 2006 fue radicada bajo el expediente número 768/2006, el laudo se 
dictó con fecha 18 de abril de 2013, VICTOR HUGO PORCAYO 
RIVERA, su demanda laboral de fecha 31 de marzo de 2006 fue 
radicada bajo el expediente número 585/2006, el laudo se dictó con 
fecha 18 de abril de 2013, FELIPE ADOLFO VERGARA ABURTO, su 
demanda laboral de fecho 18 de febrero de 2009 fue radicada bajo el 
expediente número 275/2009, el laudo se dictó con fecha 18 de marzo 
de 201 4, FLORENCIO FELIPE SOLANO su demanda laboral de fecha 
18 de mayo de 2010 fue radicada bajo el expediente número 295/2010, 
el laudo se dictó con fecha 02 de septiembre de 2013, JESUS 
ALFREDO SOLIS ROSAS y JUVENAL RAMIREZ MENDOZA, 
demanda laboral de fecha 26 de febrero de 2008 fue radicada bajo 
expediente número 75/2008, el laudo se dictó con fecha 05 de 
diciembre de 2012, MARTHA NAVARRETE REYES como beneficiaria 
de CARLOS VICENTE JIMENEZ AVILES, su demanda laboral de 
fecha 31 de marzo de 2006 fue radicada bajo el expediente número 
583/2006, el laudo se dictó con fecha 11 de abril de 2014, OLGA 
RESENDIZ DORANTES, su demanda laboral de fecha 19 de abril de 
2006 fue radicada bajo el expediente número 649/2006 el laudo se 
dictó con fecha 24 de agosto de 2012, ADELA TORRES OLEA, en su 
carácter de beneficiaria del C. NAU SANTOS ULLOA, su demanda 
laboral de fecha 04 de abril del 2011 fue radicada bajo el expediente 
número 241/201 1, el laudo se dictó con fecha 06 de noviembre del 
2018, VICTORIA ESCUEN AVILA, su demanda aboral de fecha 20 de 
febrero de 2015 fue radicada bajo el expediente número 88/2015, el 
laudo se dictó con fecha 09 de agosto del 2024, ERIKA GUTIERREZ 
CORTEZ, su demanda laboral de fecha 17 de septiembre de 2018 fue 
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radicada bajo el expediente número 417/2018 el laudo se dictó con 
fecha 19 de enero de 2024, LORENA RUIZ GATICA su demanda 
laboral de fecha 20 de febrero de 201 5 fue radicada bajo el expediente 
número 87 /201 5, el laudo fue dictado con fecha 05 de julio del 2023, 
EDGAR GUATEMALA DELGADO su demanda laboral de fecha15 de 
enero de 201 9 fue radicada bajo el expediente número 45/2019 el 
laudo se dictó con fecha 31 de octubre del 2023, respectivamente. 
 
Ahora bien, la petición de juicio político contra la C. LIC. ABELINA 
LOPEZ RODRIGUEZ, en su carácter de Presidente Municipal, tienen 
su justificación legal, en el presente asunto, ya que, existe una 
conducta sospechosa de actos de corrupción por esta funcionaria 
pública, al plasmar en su primer informe de Gobierno Municipal que se 
gastó la cantidad de $ 177,71 millones de pesos, en el año del 2022 
en el pago de laudos condenatorios, acto totalmente incongruente, ya 
que, ha sido omisa, sin tomar en cuenta los laudos condenatorios que 
obtuvieron mis representados mismos que fueron dictados con fechas 
siguientes: I).- Para GUILLERMO BARREDA ALVARADO 15 de 
diciembre del 2015, JAVIER SANTAMARIA CHAVEZ 25 diciembre del 
2013, MACRINA SOSA LEYVA 20 de junio del 2014, AGUSTIN 
SALGADO DIAZ 13 de agosto del 2015, JUANA CASTULA CRUZ 
TELLO como beneficiaria de AUSTREBERTA CRUZ TELLO 11 de 
noviembre del 2015, OFELIA DIEGO CALLO 28 de marzo del 2012, 
MERCEDES MONTES GIL 18 de abril del 2013, VICTOR HUGO 
PORCAYO 13 de mayo del 2013, FELIPE ADOLFO VERGARA 
ABURTO 18 de marzo del 2014, FLORENCIO FELIPE SOLANO 02 de 
septiembre del 2013, JESUS ALFREDO SOLIS ROSAS y JUVENAL 
RAMIREZ MENDOZA 05 de diciembre del 2012, MARTHA 
NAVARRETE REYES beneficiaria de CARLOS VICENTE JIMENEZ 
AVILES 11 de abril del 2014, VICTORIA ESCUEN AVILA 09 de agosto 
del 2024, ERICA GUTIERREZ CORTEZ 14 de noviembre del 2022, 
EDGAR GUATEMALA DELGADO 31 de octubre del 2023, LORENA 
RUIZ GATICA 05 de julio del 2023, OLGA RESENDIZ DORANTES 24 
de agosto del 2012 y ADELA TORRES OLEA beneficiaria de NAU 
SANTOS ULLOA 06 de noviembre del 2018 mismos que se exhiben 
como pruebas en la presente denuncia, Il).- Convenio celebrado entre 
mi representada OLGA RESENDIZ DORANTES y el 
AYUNTAMIENTO DE ACAPULCO de fecha 04 de abril del 2021, en el 
expediente laboral número 649 /2006, mismo que debió ser 
cumplimentado en el año del 2022, es decir el convenio no se cumplió, 
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documento que se exhibe y agrega como prueba en la presente 
denuncia, Il).- Escrito dirigido al Ayuntamiento con fecha de recibido 
18 de abril de 2022, se le hizo la solicitud a la Presidente Municipal, 
que nos entregara el presupuesto de egreso de 2022 y se le hizo del 
conocimiento del nombre de los actores, que es la presente fecha, que 
no se han pagado los laudos condenatorios de los expediente 
laborales números: 767/2006. 584/2006. 476/2008, 1044/2009, 
1287/2009, 367/2006, 768/2006, 585/2006. 275/2009, 
295/2010,75/2008 y 583/2006, que se mencionan en dicho escrito sin 
tener respuesta alguna sobre su pago, documento que se exhibe y 
agrega como prueba en la presente denuncia, por ello, mediante la 
presente denuncia solicito que se investigue en forma exhaustiva, ya 
que existe la sospecha e indicio de que se hayan desviado esos 
recursos públicos en perjuicio de la sociedad. 
 
Además, de que mi representada la actora la C. OLGA RESENDIZ 
DORANTES celebro convenio de pago con fecha 04 de junio de 2021, 
en el expediente laboral número 649/2006 y únicamente con fecha 14 
de septiembre de 2021 le cubrieron el primer pago parcial, y ya en el 
año 2022 periodo 2021 al 2024 de la Lic. Abelina López Rodríguez 
como Presidente Municipal, en forma irresponsable y discriminatoria 
no le cubrió a mi representada ningún paga de dicho convenio 
celebrado, por ello, nos causa sorpresa que la Presidenta Municipal 
afirme en su primer informe del 2022 que se gastó la cantidad de 
$177,71 millones de pesos, en pagos de laudos, cantidad totalmente 
excesiva, sin antes, haberle cubierto los pagos del convenio celebrado 
a mi representada, en el presente caso, la Presidente Municipal, 
implemento una conducta totalmente discriminatoria, ese hecho de 
omisión, se convierte en un acto totalmente sospechoso y extraño que 
dejan a mi representada en estado de indefensión, violando sus 
derechos humanos en su perjuicio personal y de su familia. 
 
Por ende, si en la presente denuncia estamos acreditando que los 
laudos emitidos a favor de mis representados por el Tribunal del 
Conciliación y Arbitraje del Estado de Guerrero, estos fueron dictados 
antes del año de 2022, y algunos con fechas posteriores, en esas 
consideraciones, existe e indicio y la sospecha fundada, de que 
existen desvíos de recursos públicos en perjuicio de la sociedad, por 
ende, es pertinente, que se le inicie una investigación exhaustiva, para 
los efectos de que la Presidente Municipal de Acapulco Guerrero, 
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acredite fehacientemente y exhiba ante este órgano legislativo, las 
copias certificadas de cada uno de los convenios que celebra el 
Ayuntamiento en el año del 2022, para el pago de los laudos 
condenatorios, en el que conste, los nombres de los actores y actoras 
números de expedientes, cantidad o monto que se pagó en debido 
cumplimiento al laudo condenatorio en cada expediente, para tener la 
certeza de que efectivamente el Ayuntamiento de Acapulco Guerrero, 
en el año 2022 pago en esos laudos condenatorios la cantidad de 
$177,71 millones de pesos, ahora bien, hago notar, que en el presente 
caso, existe una conducta sospechosa de la Presidente municipal, al 
omitir e ignorar pagar los laudos condenatorios de los juicios de mis 
representados, no entendemos porque, no se les cubrió el monto de 
sus laudos condenatorios, no obstante que, se les solicitó por escrito 
precisamente con fecha de recibido 18 de abril de 2022, sin tener 
respuesta alguna, además en el expediente laboral número 649/2006 
promovido por la actora OLGA RESENDIZ DORANTES, con fecha 04 
de junio de 2021 celebro convenio con el H. Ayuntamiento por la 
cantidad de $647,599.60 pesos, en cinco parcialidades cada una por 
la cantidad de $ 129,519.92 pesos, de diferentes fechas 12 de julio, 11 
de agosto, 13 de septiembre, 12 de octubre y 12 de noviembre de 
2021, siendo que únicamente le cubrieron el primer paga parcial por la 
cantidad de $129,519.92 pesos y el resto de los pagos en forma 
discriminatoria la Presidente Municipal fue omisa no le cubrió a mi 
representada ningún pago alguno, siendo que dicho convenio debió 
cumplimentarse en el año de 2022, ese acto de omisión y negativa, 
dejan a mi representada en estado de indefensión, violando sus 
derechos humanos limitando y restringiendo sus derecho a la vida, 
como lo es la alimentación para poder subsistir y tener buena salud, 
causando la Presidente Municipal un daño inmoral en forma personal 
y su familia, además, de que priva a mis representados del producto 
de su trabajo y restringe la administración de la justicia en los plazos y 
términos señalados en la ley, en franca violación a los artículos 01, 05 
y 17 constitucional. 
 
Por ende, es legal que en el acuerdo que admita dicha denuncia, se le 
de vista a la Fiscalía General del Estado del Guerrero, para que se 
inicie una carpeta de investigación contra la Presidenta Municipal del 
Acapulco, Guerrero, por la razón, de que, existen indicios y la 
sospecha fundada, de que incurrió en actos ilegales que pudieran 
constituir algún delito tipificado en la ley respectiva, ya que, la cantidad 
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de $177,71 millones de pesos, que dice pago en laudos condenatorios, 
es una cantidad totalmente excesiva, no obstante, que mediante 
diversos escritos del año 2022 mis representados le solicitaron el pago 
de dichos laudos condenatorios que obtuvieron en los juicios laborales 
antes del 2022, omitiendo e ignorando la denunciada pagar los laudos 
a mis representados, por ello, la Presidenta Municipal en el proceso de 
investigación, se encuentra obligada a justificar jurídicamente el monto 
y cantidades que dice pago, exhibiendo copias certificadas de cada 
uno de los expedientes en donde se hayan celebrado convenios en el 
año del 2022, en debido cumplimiento a los laudos condenatorios que 
dice pago. 
 
TERCERO.- Hago notar, que, el nuevo régimen de responsabilidades 
dotan a denunciante, de instrumentos procesales para que combata 
aquellas decisiones que desechen sus pretensiones, además, el 
denunciante, tiene derecho a ser informado sobre el cauce de este, y 
tiene un recurso eficaz para impugnar el resultado, por ende, bajo este 
esquema, los denunciantes se convierten efectivamente en terceros 
coadyuvantes que pueden vigilar el curso del proceso, y pueden 
impugnar una mala decisión en la investigación, en esas 
consideraciones, la figura del denunciante es de una importancia 
innegable en el actual régimen de responsabilidades administrativas, 
por ende, las denuncias son un aspecto de suma importancia en la 
lucha contra la corrupción y la impunidad, por ello, ese acto 
deshonesto nos permite poner en evidencias los hechos o sospechas 
de corrupción a fin de que pueda ser investigado y, de ser el caso, 
sancionado. 
 
Efectivamente, el denunciante, este cuenta con interés jurídico para 
promover amparo indirecto contra los resultados de la etapa de la 
investigación que frustren el inicio del procedimiento respectivo y que 
se estiman desapegados a las reglas y principios constitucionales, y 
de las reglas establecidas en los artículos 01, 14 y 17 y articulo 8.1 de 
la Convención Americana de Derechos Humanos, por ello, a fin de 
asegurarse que se cumpla con la finalidad jurídica de lograr, a través 
del procedimiento de responsabilidades administrativas, un eficaz 
combate a la corrupción y la impunidad. 
 
En el presente caso tiene aplicación el criterio de jurisprudencia 
siguiente: 
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"RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS. EL DENUNCIANTE 
TIENE INTERÉS JURÍDICO PARA PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO CONTRA LA DETERMINACIÓN DE NO 
INICIAR LA INVESTIGACIÓN RELATIVA (LEGISLACIÓN VIGENTE A 
PARTIR DEL 2016). 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al 
analizar si conforme a la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, el denunciante cuenta con interés necesario para 
promover amparo indirecto contra la decisión de la autoridad de no 
iniciar la investigación de responsabilidad administrativa llegaron a 
conclusiones distintas, toda vez que uno de ellos determinó que el 
quejoso carece de interés, ya que la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación se pronunció sobre esta cuestión en las jurisprudencias 2a./J. 
1/2006, 2a./J. 124/2008 y 2a./), 41/2019 (10a.), mientras que el otro 
determinó que el denunciante si cuenta con interés en el amparo. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación determina que el denunciante sí cuenta con interés jurídica 
para impugnar en amparo indirecto las determinaciones de la 
autoridad investigadora de no iniciar la Investigación de 
responsabilidad administrativa. 
 
Justificación: Lo anterior, ya que conforme al nuevo régimen de 
responsabilidades, el denunciante ha dejado de ser un simple vigilante 
para convertirse ahora en un actor central del control de la acción 
pública y combate a la corrupción; de ahí que se le otorgó una 
participación activa tanto en la etapa de investigación, como en el 
procedimiento de responsabilidad administrativa, al grado tal que 
cuenta con la posibilidad de alegar en audiencias, aportar pruebas, 
interponer medios de defensa y, en general, realizar cualquier acta que 
resulte ser necesario para la defensa de sus pretensiones. Por tanto, 
al constituirse como una figura fundamental en el control de la acción 
administrativa, el denunciante está legitimado para promover amparo 
indirecto contra la determinación de no iniciar la investigación relativa. 
De ahí que las razones que daban sustento a las jurisprudencias 2a./J. 
1/2006, 2a./J. 124/2008 y 2a./J. 41/2019 (10a.) resultan inaplicables 
bajo el nuevo régimen de responsabilidades administrativas. 
Finalmente, se precisa que para acudir al amparo indirecto resulta 
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necesario, además, que se actualice alguna excepción al principio de 
definitividad que así lo permita. 
 
Contradicción de tesis 253/2020. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito y el 
Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito. 28 de abril de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa, 
quien manifestó que formularía voto concurrente. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán Secretario: Isidro Muñoz Acevedo. sustentado por el 
Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 466/2019; y el diverso 
sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 41/2020. 
 
Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J). 1/2006, 2a./ J. 124/2008 y a./J 
41/2019 (10a.) citadas, aparecen publicadas con los rubros y título y 
subtítulo: RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS. EL DENUNCIANTE DE LA QUEJA ADMINISTRATIVA 
CARECE DE INTERÉS JURÍDICO PARA IMPUGNAR EN AMPARO 
LA RESOLUCIÓN QUE LA DECLARA IMPROCEDENTE.", 
"RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL 
ESTADO DE EL QUE EL ARTICULO 53 BIS, PUEBLA. FRACCIÓN II 
DE LA LEY RELATIVA OTORGUE AL PROMOVENTE DE LA QUEJA 
EL DERECHO PARA APORTAR MAYORES ELEMENTOS DE 
PRUEBA QUE MOTIVEN EL INICIO DEL PROCEDIMIENTO 
RESPECTIVO; CUANDO SE DETERMINA QUE NO HA LUGAR A 
INICIARLO FORMALMENTE Y SE ORDENA El ARCHIVO DEL 
EXPEDIENTE, NO LE OTORGA INTERÉS JURIDICO PARA ACUDIR 
AL JUICIO DE AMPARO CONTRA ESA RESOLUCIÓN.", y 
RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL 
DENUNCIANTE DE LA QUEJA ADMINISTRATIVA NO TIENE 
INTERÉS LEGİTIMO PARA IMPUGNAR EN AMPARO INDIRECTO 
LA RESOLUCIÓN QUE LA DESECHA (LEGISLACIONES DE LOS 
ESTADOS DE PUEBLA, QUINTANA ROO Y AFINES).", en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXIII, enero de 2006, página 1120 con número de registro 
digital: 176129; Tomo XXVIII, septiembre de 2008, página 259, con 
número de registro digital: 1687%6, y en el Semanario Judicial de la 
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Federación del viernes 8 de marzo de 2019 a las 10:11 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
64, Tomo ll, marzo de 2019, página 1979, con número de registro 
digital: 2019468, respectivamente. 
 
De la sentencia que recayó al amparo en revisión 466/20 19, resuelto 
por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, derivó la tesis aislada 1.40.A.186 A (10a.), de título y subtítulo: 
'RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS. EL DENUNCIANTE 
TIENE INTERÉS JURÍDICO PARA PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO CONTRA LA DETERMINACIÓN DE NO INICIAR LA 
INVESTIGACIÓN RELATIVA, AL OTORGARLE LA LEY GENERAL 
DE LA MATERIA UNA PARTICIPACIÓN ACTIVA.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de marzo de 2020 
a las 10:09 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 7 6, Tomo 11 marzo de 2020, página 
1024, con número de registro digital: 2021765 
 
Tesis de jurisprudencia 33/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala 
de este Alto Tribunal, en sesión privada de dieciséis de junio de dos 
mi veintiuno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de agosto de 2021 a las 10:14 horas 
en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera 
de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de agosto de 2021, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenaria 
1/2021. 
 
En el presente caso, existen elementos fundados y suficientes, para 
que se admita dicha denuncia de juicio político contra la Presidenta 
Municipal de Acapulco Guerrero, ya que, el monto o cantidad de 
$177,71 millones de pesos, que dice pago en laudos, dicha cantidad 
resulta totalmente excesiva, siendo que la LIC. ABELINA LOPEZ 
RODRIGUEZ, apenas se estuvo ensayando como Presidenta 
Municipal, es decir, era su primer año de Gobierno Municipal, 
causando sorpresa y extrañeza que plasmara en su primer informe de 
Gobierno del año 2022, que gasto esa cantidad supermillonaria en 
pago de laudos, sin antes, haber pagado los laudos de mis 
representados que fueron dictados antes del 2022, y que su pago se 
les solicito por escrito en tiempo y forma como se acredita con el 



 

13 

caudal probatorio ofertado, ahora bien, si hubiese sido así, de buena 
fe, el millonario pago en laudos, prácticamente, el Ayuntamiento de 
Acapulco, estuviese exento o libre de deudas de carácter judicial, por 
ende, ante la sospecha de que efectivamente, la representante popular 
incurrió en actos deshonestos que evidencian sospecha de corrupción, 
es procedente se admita dicha denuncia, y a fin de que pueda ser 
investigada y de ser el caso sancionado en los términos de la ley 
respectiva. 
 
Por lo que, se solicita muy atentamente se realice un análisis detallado 
de los hechos narrados y las documentales probatorias que se anexan 
a la presente denuncia, toda vez, que la denunciada debe enfrentar las 
consecuencias legales, sujetas a sanciones administrativas y/o 
penales por la gravedad del asunto, ya que, existen elementos 
suficientes que acreditan plenamente su responsabilidad …” 
 

En observancia al principio de economía procesal y a la jurisprudencia que 
adelante se plasma, únicamente se transcriben los hechos de la denuncia, para 
dar una visión de la pretensión de la denunciante, haciendo un análisis más 
integrar en el cuerpo del Dictamen. 
 
 

Tesis: 2a./J. 
58/2010 

Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta 

Novena Época 
164618        1 de 
1 

Segunda Sala Tomo XXXI, Mayo de 2010 Pag. 830 
Jurisprudencia 
(Común) 

 
CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS 
PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE 
AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.  
 
De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero 
"Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, 
no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de 
violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia 
y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando 
precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del 
escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar 
vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad 
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efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos 
distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer 
tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, 
atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para 
satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los 
planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan 
hecho valer. 
 
Contradicción de tesis 50/2010. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo del Noveno Circuito, Primero en Materias Civil y de Trabajo del Décimo 
Séptimo Circuito y Segundo en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer 
Circuito. 21 de abril de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: 
Arnulfo Moreno Flores. 
 
Tesis de jurisprudencia 58/2010. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del doce de mayo de dos mil diez. 
 

IV. CONSIDERANDOS 
 
PRIMERO. En términos de lo dispuesto por el artículo 196 de la Ley Orgánica del 
Poder Legislativo del Estado de Guerrero Número 231, en correlación con lo 
dispuesto por los artículos 49, fracción XXV, y 75 de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado Número 286, aplicable de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo SEXTO Transitorio de la Ley Orgánica del Poder Legislativo Número 231, 
la Comisión de Examen Previo, tiene plenas facultades para conocer y dictaminar 
el asunto de antecedentes.  
 
La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en sus artículos 108, 109 
y 110, establece:  
 

Artículo 108. Para los efectos de las responsabilidades a que alude este 
Título se reputarán como servidores públicos a los representantes de 
elección popular, a los miembros del Poder Judicial de la Federación, los 
funcionarios y empleados y, en general, a toda persona que desempeñe 
un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en el Congreso de 
la Unión o en la Administración Pública Federal, así como a los servidores 
públicos de los organismos a los que esta Constitución otorgue 
autonomía, quienes serán responsables por los actos u omisiones en que 
incurran en el desempeño de sus respectivas funciones. 
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… 
 
Los ejecutivos de las entidades federativas, los diputados a las Legislaturas 

Locales, los Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia 
Locales, en su caso, los miembros de los Consejos de las Judicaturas 
Locales, los integrantes de los Ayuntamientos y Alcaldías, los miembros 
de los organismos a los que las Constituciones Locales les otorgue 
autonomía, así como los demás servidores públicos locales, serán 
responsables por violaciones a esta Constitución y a las leyes federales, 
así como por el manejo y aplicación indebidos de fondos y recursos 
federales. 

 
Las Constituciones de las entidades federativas precisarán, en los mismos 

términos del primer párrafo de este artículo y para los efectos de sus 
responsabilidades, el carácter de servidores públicos de quienes 
desempeñen empleo, cargo o comisión en las entidades federativas, los 
Municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México. 
Dichos servidores públicos serán responsables por el manejo indebido 
de recursos públicos y la deuda pública. 

… 
 
Artículo 109. Los servidores públicos y particulares que incurran en 

responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo 
siguiente: 

 
I. Se impondrán, mediante juicio político, las sanciones indicadas en el 

artículo 110 a los servidores públicos señalados en el mismo precepto, 
cuando en el ejercicio de sus funciones incurran en actos u omisiones 
que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de 
su buen despacho. 

 
No procede el juicio político por la mera expresión de ideas. 
 
II. La comisión de delitos por parte de cualquier servidor público o particulares 

que incurran en hechos de corrupción, será sancionada en los términos 
de la legislación penal aplicable. 

 
Las leyes determinarán los casos y las circunstancias en los que se deba 

sancionar penalmente por causa de enriquecimiento ilícito a los 
servidores públicos que durante el tiempo de su encargo, o por motivos 
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del mismo, por sí o por interpósita persona, aumenten su patrimonio, 
adquieran bienes o se conduzcan como dueños sobre ellos, cuya 
procedencia lícita no pudiesen justificar. Las leyes penales sancionarán 
con el decomiso y con la privación de la propiedad de dichos bienes, 
además de las otras penas que correspondan; 

 
III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los 

actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, 
imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus 
empleos, cargos o comisiones. Dichas sanciones consistirán en 
amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así como en 
sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los 
beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y 
con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u 
omisiones. La ley establecerá los procedimientos para la investigación y 
sanción de dichos actos u omisiones. 

 
Las faltas administrativas graves serán investigadas y substanciadas por la 

Auditoría Superior de la Federación y los órganos internos de control, o 
por sus homólogos en las entidades federativas, según corresponda, y 
serán resueltas por el Tribunal de Justicia Administrativa que resulte 
competente. Las demás faltas y sanciones administrativas, serán 
conocidas y resueltas por los órganos internos de control. 

… 
 
La ley establecerá los supuestos y procedimientos para impugnar la 

clasificación de las faltas administrativas como no graves, que realicen 
los órganos internos de control. 

… 
… 
… 
 
Los procedimientos para la aplicación de las sanciones mencionadas en las 

fracciones anteriores se desarrollarán autónomamente. No podrán 
imponerse dos veces por una sola conducta sanciones de la misma 
naturaleza. 

 
Cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad y mediante la 

presentación de elementos de prueba, podrá formular denuncia ante la 
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Cámara de Diputados del Congreso de la Unión respecto de las 
conductas a las que se refiere el presente artículo. 

 
En el cumplimiento de sus atribuciones, a los órganos responsables de la 

investigación y sanción de responsabilidades administrativas y hechos 
de corrupción no les serán oponibles las disposiciones dirigidas a 
proteger la secrecía de la información en materia fiscal o la relacionada 
con operaciones de depósito, administración, ahorro e inversión de 
recursos monetarios. La ley establecerá los procedimientos para que les 
sea entregada dicha información. 

… 
 
La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de su actividad 

administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de los 
particulares, será objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a 
una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que 
establezcan las leyes. 

 
Artículo 110. Podrán ser sujetos de juicio político los senadores y diputados 

al Congreso de la Unión, los ministros de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, los consejeros de la Judicatura Federal, los secretarios de 
Despacho, el Fiscal General de la República, los magistrados de Circuito 
y jueces de Distrito, el consejero Presidente, los consejeros electorales y 
el secretario ejecutivo del Instituto Nacional Electoral, los magistrados del 
Tribunal Electoral, los integrantes de los órganos constitucionales 
autónomos, los directores generales y sus equivalentes de los 
organismos descentralizados, empresas de participación estatal 
mayoritaria, sociedades y asociaciones asimiladas a éstas y fideicomisos 
públicos. 

 
Los ejecutivos de las entidades federativas, Diputados locales, Magistrados 

de los Tribunales Superiores de Justicia Locales, en su caso, los 
miembros de los Consejos de las Judicaturas Locales, así como los 
miembros de los organismos a los que las Constituciones Locales les 
otorgue autonomía, sólo podrán ser sujetos de juicio político en los 
términos de este Título por violaciones graves a esta Constitución y a las 
leyes federales que de ella emanen, así como por el manejo indebido de 
fondos y recursos federales, pero en este caso la resolución será 
únicamente declarativa y se comunicará a las Legislaturas Locales para 
que, en ejercicio de sus atribuciones, procedan como corresponda. 
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Las sanciones consistirán en la destitución del servidor público y en su 

inhabilitación para desempeñar funciones, empleos, cargos o comisiones 
de cualquier naturaleza en el servicio público. 

 
Para la aplicación de las sanciones a que se refiere este precepto, la Cámara 

de Diputados procederá a la acusación respectiva ante la Cámara de 
Senadores, previa declaración de la mayoría absoluta del número de los 
miembros presentes en sesión de aquella Cámara, después de haber 
sustanciado el procedimiento respectivo y con audiencia del inculpado. 

 
Conociendo de la acusación la Cámara de Senadores, erigida en Jurado de 

sentencia, aplicará la sanción correspondiente mediante resolución de 
las dos terceras partes de los miembros presentes en sesión, una vez 
practicadas las diligencias correspondientes y con audiencia del 
acusado. 

 
Las declaraciones y resoluciones de las Cámaras de Diputados y Senadores 

son inatacables. 
 
En atención a dichas disposiciones Constitucionales, nuestro marco normativo 
Constitucional Local, establece en los artículos 191, 193 y 195, lo siguiente: 
 

Artículo 191. Son servidores públicos del Estado los representantes de 
elección popular, los funcionarios, empleados y, en general, toda persona 
que con independencia de su jerarquía o adscripción desempeñe un 
empleo, cargo o comisión dentro de los poderes Legislativo, Ejecutivo y 
Judicial, los Ayuntamientos, los Órganos Autónomos y los Órganos con 
Autonomía Técnica. 

 
1. Los servidores públicos se encuentran sujetos al siguiente régimen jurídico: 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
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II. Están obligados a cumplir con sus responsabilidades en las formas y en los 
términos dispuestos en esta Constitución y en las leyes correspondientes. 
Al respecto, los particulares podrán exigir en todo momento que los 
servicios públicos que prestan el Estado y los Municipios se realicen, 
apegados a los principios de ética, eficacia, eficiencia, transparencia y 
respeto a los derechos humanos. Asimismo, deberán presentar, bajo 
protesta de decir verdad, sus declaraciones patrimonial y de intereses ante 
las autoridades competentes en los términos que determine la ley de la 
materia.  

… 
 
III. Deben aplicar con imparcialidad los recursos públicos que estén bajo su 

responsabilidad, sin influir en la equidad de la competencia entre los 
partidos políticos; 

… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
 
5. Con independencias de las causas en materia de responsabilidad política 

previstas en el presente Título, se consideran causas graves: 
a) Muerte; 
b) Incapacidad física permanente; y,  
c) Renuncia aceptada. 
  
Artículo 193. Los servidores públicos serán responsables por los actos u 

omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones, 
con independencia de la jerarquía, denominación u origen de su encargo. 
 
1. Los procedimientos para determinar la responsabilidad de los servidores 

públicos respetarán el derecho de audiencia, se desarrollarán 
autónomamente, sin que puedan imponerse dos veces, por una sola 
conducta, sanciones de la misma naturaleza; 

 
2. Cualquier ciudadano, bajo su responsabilidad y mediante la presentación 

de elementos de prueba, podrá denunciar ante el Congreso del Estado 
las conductas a que se refiere este Capítulo; y, 
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3. La ley determinará los sujetos, supuestos de responsabilidad, 

procedimientos, autoridades competentes y las sanciones del régimen de 
responsabilidades de los servidores públicos del Estado. 

 
Artículo 195. Incurren en responsabilidad política los servidores públicos que 

en ejercicio de sus funciones realicen actos u omisiones que vulneren los 
principios fundamentales de la presente Constitución o infrinjan las leyes 
que regulan el manejo del patrimonio del Estado o de los municipios. 

 
Además, procederá el fincamiento de responsabilidad política por las 

siguientes causas graves: 
 

I. Se ataque a las instituciones democráticas; 
II. Se ataque la forma de gobierno republicano, representativo y federal;  
III. Por violaciones graves y sistemáticas a los derechos humanos; 
IV. Ataque a la libertad de sufragio; 
V. Usurpación de atribuciones; 
VI. Abandono del cargo; 
VII.  Cualquier infracción a la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, esta Constitución y a las leyes federales o del Estado 
cuando cause perjuicios graves a la Federación, al propio Estado de 
Guerrero, o motive algún trastorno en el funcionamiento normal de las 
instituciones; y, 

VIII.  Violaciones sistemáticas o graves a los planes, programas y 
presupuestos de la Administración Pública y a las leyes que 
determinen el manejo de los recursos patrimoniales o económicos de 
la Entidad. 

 
1. Son sujetos de responsabilidad política: 
 

I. Los diputados del Congreso del Estado; 
II. El Gobernador del Estado; 
III. Los secretarios de despacho y el Contralor General del Estado; 
IV. Los Magistrados y Jueces del Poder Judicial del Estado de Guerrero;  
V. Los Presidentes, Síndicos y Regidores de los Ayuntamientos; 
VI. Los titulares de las dependencias, entidades u organismos de la 

administración pública estatal o municipal; 
VII.  El Presidente y los consejeros de la Comisión de los Derechos 

Humanos del Estado de Guerrero; 
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VIII.  Los consejeros del Instituto de Transparencia, Acceso a la 
Información y Protección de Datos Personales del Estado de 
Guerrero; 

IX.  Los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso Administrativo; 
X.  El Fiscal General; 
XI.  El Auditor Superior del Estado;  
XII.  Los consejeros del Consejo de Políticas Públicas; 
XIII.  Los consejeros del Consejo de la Judicatura; y, 
XIV.  El Defensor General del Instituto de la Defensoría Pública. 

 
2. La responsabilidad política se sancionará con la destitución del servidor 

público y su inhabilitación para desempeñar funciones, empleos, cargos o 
comisiones de cualquier naturaleza en el servicio público del Estado o de 
los municipios, por un periodo máximo de diez años, en los términos 
dispuestos en la ley; 

 
3. La responsabilidad política se impondrá mediante juicio político ante el 

Congreso del Estado. Corresponde a la Comisión Instructora sustanciar el 
procedimiento establecido en la ley y formular la acusación ante el Pleno 
del Congreso del Estado, erigido en gran jurado, quién dictará resolución 
con el voto de las dos terceras partes del total de sus miembros; 

 
4. La resolución del Congreso del Estado será definitiva e inatacable; 
 
5. Si la resolución es absolutoria, el servidor público continuará en el ejercicio 

de sus funciones; y, 
 
6. La responsabilidad política sólo será exigible durante el período en el cual 

el servidor público ejerza el empleo, cargo o comisión, o dentro de los dos 
años siguientes a partir de que concluya su encargo. 

 
Por otra parte, la Ley Número 760 de Responsabilidades Política, Penal y Civil de 
los Servidores Públicos del Estado de Guerrero, en sus artículos 5, 7, 8, 9, 10, 11, 
12, 13 y 14, señalan: 
 

Artículo 5. Los procedimientos para la aplicación de las sanciones a que se 
refieren los artículos 193 numeral 1, 195, 196 y 198 de la Constitución 
Estatal, respetarán los derechos de audiencia y debido proceso, estipulados 
en la Constitución Federal y en los ordenamientos internacionales 
vinculantes, se desarrollarán de manera autónoma e independiente, según 
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su naturaleza, y por la vía procesal que corresponda. No podrán imponerse 
dos veces por una sola conducta sanciones de la misma naturaleza. 

… 
 
Artículo 7. En los procedimientos para resolver sobre las responsabilidades 

política y penal, se observarán supletoriamente las disposiciones del Código 
Penal y del Código Nacional. 

 
Artículo 8. Son sujetos de responsabilidad política los servidores públicos que 

establece el artículo 195 numeral 1 de la Constitución Estatal. 
 
La responsabilidad política se impondrá mediante juicio político ante el 

Congreso. 
 
Artículo 9. Procede el juicio político cuando los actos u omisiones de los 

servidores públicos a que se refiere el artículo anterior, se realicen en 
perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho. 

 
Artículo 10. Afectan los intereses públicos fundamentales y de su buen 

despacho:  
 

I. El ataque a las instituciones democráticas; 
II. El ataque a la forma de gobierno republicano, representativo y federal; 
III. Las violaciones graves y sistemáticas a los derechos humanos; 
IV. El ataque a la libertad de sufragio;  
V. La usurpación de atribuciones; 
VI. El abandono del cargo; 
VII.  Cualquier infracción a las Constituciones Federal y Estatal, a las 

leyes federales o locales cuando cause perjuicios graves a la 
Federación, al Estado, al Municipio, a la sociedad o motive algún 
trastorno en el funcionamiento normal de las instituciones; 

VIII.  Las omisiones de carácter grave en los términos de la fracción 
anterior; y 

IX.  Las violaciones sistemáticas o graves a los planes, programas y 
presupuestos de la Administración Pública Federal o del Estado y a 
las leyes que determinan el manejo de los recursos patrimoniales o 
económicos estatales. 

 
No procede el juicio político por la mera expresión de ideas. 
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El Congreso valorará la existencia y gravedad de los actos u omisiones a que 
se refiere este artículo. Cuando aquéllos tengan carácter delictuoso se 
estará a lo dispuesto por la legislación penal y, en su caso, una vez reunidos 
los requisitos procedimentales, se formulará la declaración de procedencia 
por responsabilidad penal a la que alude la Constitución Estatal y la 
presente Ley. 

 
Artículo 11. Si la resolución que se dicte en el juicio político es condenatoria, 

se sancionará al servidor público con destitución e inhabilitación para el 
ejercicio de empleos, cargos o comisiones en el servicio público de uno a 
diez años. 

 
Las sanciones respectivas se aplicarán en un plazo no mayor de un año, a 

partir de iniciado el procedimiento. 
 
En el juicio político no procede el desistimiento. 
 
Artículo 12. Cualquier ciudadano bajo su responsabilidad, podrá formular por 

escrito, denuncia contra un servidor público ante el Congreso por las 
conductas a que se refiere el artículo 10 de esta Ley. En el caso de 
ciudadanos, pueblos y comunidades originarias del Estado, serán asistidos 
por traductores para elaborar la denuncia, si así lo solicitan, dicha denuncia 
podrá presentarse por escrito en la lengua originaria. 

 
La denuncia deberá estar soportada en pruebas documentales o elementos 

probatorios suficientes para establecer la existencia de la infracción y estar 
en condiciones de presumir la responsabilidad del denunciado. En caso de 
que el denunciante no pudiera aportar dichas pruebas por encontrarse éstas 
en posesión de una autoridad, la Comisión de Examen Previo del Congreso, 
ante el señalamiento del denunciante, podrá solicitarlas para los efectos 
conducentes. 

 
Las denuncias anónimas y las no ratificadas en el término establecido, no 

producirán efecto. En cualquiera de estos casos, el titular de la Secretaria 
de Servicios Parlamentarios lo hará del conocimiento del Pleno del 
Congreso o de la Comisión Permanente y el Presidente de la Mesa Directiva 
ordenará su archivo. 
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El juicio político sólo podrá iniciarse durante el tiempo en que el servidor 
público desempeñe su empleo, cargo o comisión, y dentro de los dos años 
después de la conclusión de sus funciones. 

 
Artículo 13. La responsabilidad política se impondrá mediante juicio político 

ante el Congreso. 
 
Corresponde a la Comisión de Examen Previo del Congreso declarar la 

procedencia del juicio político. 
 
A la Comisión Instructora le compete, sustanciar el procedimiento de juicio 

político establecido en esta Ley y formular la acusación ante el Pleno del 
Congreso erigido en Gran Jurado, quién emitirá resolución con el voto de 
las dos terceras partes del total de sus miembros. 

 
Artículo 14. La determinación del juicio político se sujetará a lo siguiente: 

I. El escrito de denuncia se deberá presentar ante la Secretaría de Servicios 
Parlamentarios del Congreso y ratificarse mediante comparecencia ante la 
misma, dentro de los tres días hábiles siguientes a su presentación. Si se 
trata de una denuncia presentada en lengua originaria, el titular de la 
Secretaria de Servicios Parlamentarios solicitará su traducción inmediata al 
español para proceder conforme lo señalan las disposiciones siguientes: 

  
El escrito de denuncia deberá reunir al menos, los requisitos siguientes: 

a) Nombre y domicilio del denunciante; en su caso, señalar domicilio en 
la ciudad de Chilpancingo de los Bravo; 

b) Nombre del servidor público denunciado y el cargo que desempeña o 
desempeñó; 

c) Narración de los hechos que contengan los actos u omisiones por los 
que se considera se cometió la infracción, relacionándolos con la 
conducta o conductas señaladas en el artículo 10 de esta Ley; 

d) Los elementos de prueba en que se apoyan los hechos narrados en el 
escrito de denuncia; y 

e) Firma o huella digital, en su caso, del denunciante. 
II. Ratificado el escrito de denuncia, la Secretaría de Servicios Parlamentarios 

del Congreso informará al Pleno y a la Comisión Permanente, en la sesión 
inmediata posterior, lo establecido en la fracción anterior para su turno a la 
Comisión de Examen Previo. 

III. La Comisión de Examen Previo procederá, en un plazo no mayor a treinta 
días hábiles, a determinar si el denunciado se encuentra entre los 
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servidores públicos a que se refiere el artículo 8 de esta Ley, así como si la 
denuncia contiene elementos de prueba que justifiquen que la conducta 
atribuida corresponde a las enumeradas en el artículo 10 de la propia Ley, 
y si los elementos de prueba permiten presumir la existencia de la infracción 
y la probable responsabilidad del denunciado y por tanto, amerita la 
incoación del procedimiento. En caso contrario la Comisión de Examen 
Previo desechará de plano la denuncia presentada y ordenará su archivo 
definitivo, dará cuenta de ello a la parte interesada y a la Mesa Directiva 
para los efectos legales conducentes. 

  
A señalamiento expreso del denunciante, la Comisión de Examen Previo podrá 

solicitar las pruebas que se encuentren en posesión de una autoridad. 
  
En caso de la presentación de elementos de prueba supervenientes, la 

Comisión de Examen Previo, mediante turno del Pleno, podrá volver a 
analizar la denuncia que ya hubiese desechado por insuficiencia de 
elementos. 

 
IV. El dictamen que emita la Comisión de Examen Previo, que deseche una 

denuncia, podrá ser rechazado por el Pleno del Congreso especificando los 
argumentos de su determinación y devuelto a la Comisión de Examen 
Previo para una nueva revisión; y 

 
V. El dictamen que formule la Comisión de Examen Previo que declare 

procedente la denuncia, será remitida al Pleno del Congreso para efecto de 
formular el acuerdo correspondiente y ordenar su turno a la Comisión 
Instructora. 

 
SEGUNDO. De conformidad con los antecedentes del presente Dictamen y de las 
constancias que integran el expediente que se integró con motivo de la Denuncia 
de Juicio de Responsabilidad Política promovida por el Licenciado Carmelo Loeza 
Hernández, quien se ostenta como apoderado legal de los CC. Guillermo Barreda 
Alvarado, Javier Santamaria Chávez, Macrina Sosa Leyva, Agustín Salgado Díaz, 
Juana Castula Cruz Tello, Ofelia Diego Callo, Mercedes Montes Gil, Víctor Hugo 
Porcayo Rivera, Felipe Adolfo Vergara Aburto, Florencio Felipe Solano, Jesús 
Alfredo Solís Rosas, Juvenal Ramírez Mendoza, Martha Navarrete Reyes, Victoria 
Escuen Ávila, Erika Gutiérrez Cortez, Edgar Guatemala Delgado, Lorena Ruiz 
Gatica, Olga Reséndiz Dorantes y Adela Torres Olea, en contra de la Servidora 
Pública señalada, y en observancia de lo dispuesto por el artículo 14, fracción I, 
inciso c), de la Ley Número 760 de Responsabilidades Política, Penal y Civil de los 



 

26 

Servidores Públicos del Estado de Guerrero, referente a que el escrito de denuncia 
deberá contener al menos la “…narración de los hechos que contengan los actos u 
omisiones por los que se considera se cometió la infracción, relacionándolos con la 
conducta o conductas señaladas en el artículo 10 de […]” se observa que no se 
cumplen los requisitos señalados en la mencionada ley. 
 
Para mayor abundamiento, el artículo 10 de la Ley Número 760 de 
Responsabilidades Política, Penal y Civil de los Servidores Públicos del Estado de 
Guerrero, establece: 

 
Artículo 10. Afectan los intereses públicos fundamentales y de su buen 
despacho:  
 

I. El ataque a las instituciones democráticas; 
II. El ataque a la forma de gobierno republicano, representativo y 

federal; 
III. Las violaciones graves y sistemáticas a los derechos humanos; 
IV. El ataque a la libertad de sufragio;  
V. La usurpación de atribuciones; 
VI. El abandono del cargo; 
VII.  Cualquier infracción a las Constituciones Federal y Estatal, a las 

leyes federales o locales cuando cause perjuicios graves a la 
Federación, al Estado, al Municipio, a la sociedad o motive algún 
trastorno en el funcionamiento normal de las instituciones; 

VIII.  Las omisiones de carácter grave en los términos de la fracción 
anterior; y 

IX.  Las violaciones sistemáticas o graves a los planes, programas y 
presupuestos de la Administración Pública Federal o del Estado 
y a las leyes que determinan el manejo de los recursos 
patrimoniales o económicos estatales. 

 
No procede el juicio político por la mera expresión de ideas. 
 
El Congreso valorará la existencia y gravedad de los actos u omisiones 
a que se refiere este artículo. Cuando aquéllos tengan carácter 
delictuoso se estará a lo dispuesto por la legislación penal y, en su 
caso, una vez reunidos los requisitos procedimentales, se formulará la 
declaración de procedencia por responsabilidad penal a la que alude 
la Constitución Estatal y la presente Ley. 
 



 

27 

Aunado a lo establecido en el citado artículo, y de acuerdo con las hipótesis 
previstas en los artículos 195 de la Constitución Política del Estado de Guerrero, y 
en Ley Número 760 de Responsabilidades Política, Penal y Civil de los Servidores 
Públicos del Estado de Guerrero, en sus fracciones I, II y III, del artículo 10, procede 
el fincamiento de responsabilidad política cuando se ataque a las instituciones 
democráticas, a la forma de gobierno republicano, representativo y federal, así como 
por violaciones graves y sistemáticas a los derechos humanos, por lo que para un 
mayor entendimiento, es menester recurrir al criterio sustentado por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación1, “…ha sentado el criterio que permite concluir un 
principio general en lo relativo a infracciones graves, basado en las siguientes 
características: 
 
“…Para ello, es menester indicar en primer término que el artículo 7º que se analiza 
se encuentra encaminado a salvaguardar el orden público, esto es, el conjunto de 
principios rectores conforme a los cuales se organiza el Estado como entidad 
política y que se establecen no en vista de intereses particulares de los titulares de 
derechos, sino en mira de un interés general de la sociedad, de ahí que pueda 
afirmarse que encuadran de manera genérica, en las hipótesis de procedencia del 
juicio político, aquellas conductas ( acciones u omisiones ) en que incurran los 
servidores públicos, tendientes a vulnerar  esos principios en cuya preservación 
está interesada la colectividad. Así, las fracciones III, V y VI del numeral supracitado 
se refieren substancialmente a aquellos casos en los que se ponga en peligro o se 
atente en contra de la estabilidad de la forma de gobierno o de sus instituciones 
democráticas solidarizadas con los principios e ideales de la entidad federativa, la 
cual se encuentra investida de atribuciones encaminadas a lograr una función social 
[…]” 
 
(LO RESALTADO ES PROPIO). 
‘Del precedente (solicitud 3/96, relativa a la petición del Presidente de los Estados 
Unidos Mexicanos para que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerza la 
facultad prevista en el segundo párrafo del artículo 97 de la Constitución Federal, 
de fecha veintitrés de abril de mil novecientos noventa y seis ) cuya parte 
conducente ha sido reproducida, deriva que este Alto Tribunal ha sentado el criterio 
que permite concluir un principio general en lo relativo a infracciones graves, basado 
en las siguientes características: 
 
 ‘1.- Las infracciones de que se trate no pueden solucionarse a través de 
acciones personales’ 

                                                 
1 CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 26/97. PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE JALISCO. 
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 ‘2.- Son cuestiones que no sólo afectan a una o varias personas en lo 
particular, sino que tienen trascendencia colectiva’ 
 ‘3.- Son generalizadas; y,  
 ‘4.- No son instantáneas, se refieren a un estado de cosas en un lugar, en 
una entidad o en una región…” 
 
Atendiendo a dicho criterio, y para dilucidar si es procedente o no declarar la 
procedencia de Juicio Político en contra de la Servidora Pública Denunciada, es 
menester tomar en cuenta los principios de autonomía, de reserva constitucional de 
decir el derecho entre partes contendientes y de división de poderes establecidos 
en los artículos 17 y 49 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
respectivamente.  
 
El contenido de los aludidos preceptos de la Ley Fundamental, disponen, en la parte 
que interesa: 
 

"Art. 17. […] Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por 
tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que 
fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e 
imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas 
las costas judiciales. 
 
"Las leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para que 
se garantice la independencia de los tribunales y la plena ejecución de sus 
resoluciones …" 
 
"Art. 49. El Supremo Poder de la Federación se divide, para su ejercicio, en 
Legislativo, Ejecutivo y Judicial. 

 
"No podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, 
ni depositarse el Legislativo en un individuo, salvo el caso de facultades 
extraordinarias al Ejecutivo de la Unión, conforme a lo dispuesto en el artículo 29. 
En ningún otro caso, salvo lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 131, se 
otorgarán facultades extraordinarias para legislar.” 
 
Del contenido de los preceptos supracitados de la Constitución Federal, se advierte 
que en ellos se consagra que el supremo poder de la Federación y de los Estados, 
se divide para su ejercicio en Ejecutivo, Legislativo y Judicial; que no podrán 
reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni 
depositarse el Legislativo en un individuo; que el ejercicio de la función jurisdiccional 
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se ejercerá a través de los tribunales que determinen la Constitución Federal y las 
Constituciones Locales y que las leyes federales y locales establecerán los medios 
necesarios para que se garantice la independencia de los tribunales y la plena 
ejecución de sus resoluciones. 
 
Cabe precisar que la facultad de decir el derecho consiste en el arbitrio que tienen 
los Jueces y Magistrados para llevar a cabo la apreciación circunstancial de los 
puntos litigiosos hasta particularidades que la ley no alcanza, basándose en las 
constancias que concurran al proceso en cada caso, de tal manera que su 
autonomía radica precisamente en llevar a cabo dicha función sin intervención de 
ningún otro poder, con plena libertad y en observancia de los lineamientos que 
marquen las leyes sustantivas y adjetivas que rijan la materia. 
 
Asimismo, es preciso aclarar que si bien corresponde a los tribunales de la 
Federación o de los Estados la facultad exclusiva de dirimir las controversias del 
orden civil, laboral o criminal que se susciten sobre el cumplimiento y aplicación de 
leyes federales o locales, respectivamente, también es verdad, que la propia 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos consigna casos de 
excepción en que atribuye funciones jurisdiccionales a los Poderes Legislativo y 
Ejecutivo, como sucede en el caso a estudio, en el que corresponde al Congreso 
del Estado, conocer de la responsabilidad política en que incurran los servidores 
públicos, por actos u omisiones que redunden en perjuicio a los intereses públicos 
fundamentales o a su buen despacho, erigiéndose en órgano acusador o en tribunal 
de sentencia. 
 
Tal circunstancia obedece a que la división de poderes que consagra la Constitución 
Federal no constituye un sistema rígido e inflexible, sino que admite excepciones 
expresamente consignadas, mediante las cuales se permite, como ya se señaló, 
que el Poder Legislativo, Ejecutivo o Judicial, ejerzan funciones que, en términos 
generales, corresponden a la esfera de atribuciones de otro poder, aun cuando para 
que sea válida la excepción de que se trata es menester que así lo consigne 
expresamente la Carta Magna y que se ejerza únicamente en los casos autorizados, 
puesto que es de explorado derecho que las reglas de excepción son de aplicación 
estricta. 
 
El anterior criterio ha sido plasmado en la tesis cuyos datos de identificación y texto 
se reproducen a continuación: 

"Séptima Época.- Instancia: Segunda Sala.- Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación.- Tomo: 151-156 Tercera Parte.- Página: 117 
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"DIVISIÓN DE PODERES. SISTEMA CONSTITUCIONAL DE CARÁCTER 

FLEXIBLE. La división de poderes que consagra la Constitución Federal 
no constituye un sistema rígido e inflexible, sino que admite excepciones 
expresamente consignadas en la propia Carta Magna, mediante las 
cuales permite que el Poder Legislativo, el Poder Ejecutivo o el Poder 
Judicial ejerzan funciones que, en términos generales, corresponden a la 
esfera de las atribuciones de otro poder. Así, el artículo 109 constitucional 
otorga el ejercicio de facultades jurisdiccionales, que son propias del 
Poder Judicial, a las Cámaras que integran el Congreso de la Unión, en 
los casos de delitos oficiales cometidos por altos funcionarios de la 
Federación, y los artículos 29 y 131 de la propia Constitución consagran 
la posibilidad de que el Poder Ejecutivo ejerza funciones legislativas en 
los casos y bajo las condiciones previstas en dichos numerales. Aunque 
el sistema de división de poderes que consagra la Constitución General 
de la República es de carácter flexible, ello no significa que los Poderes 
Legislativo, Ejecutivo y Judicial puedan, motu proprio, arrogarse 
facultades que corresponden a otro poder, ni que las leyes ordinarias 
puedan atribuir, en cualquier caso, a uno de los poderes en quienes se 
deposita el ejercicio del Supremo Poder de la Federación, facultades que 
incumben a otro poder. Para que sea válido, desde el punto de vista 
constitucional, que uno de los Poderes de la Unión ejerza funciones 
propias de otro poder, es necesario, en primer lugar, que así lo consigne 
expresamente la Carta Magna o que la función respectiva sea 
estrictamente necesaria para hacer efectivas las facultades que le son 
exclusivas, y, en segundo lugar, que la función se ejerza únicamente en 
los casos expresamente autorizados o indispensables para hacer 
efectiva una facultad propia, puesto que es de explorado derecho que las 
reglas de excepción son de aplicación estricta." 

Así las cosas, resulta evidente que para que la determinación de Responsabilidad 
de la Servidora Pública denunciadas es menester que se actualicen las hipótesis 
previstas en los artículos 195 de la Constitución Política del Estado de Guerrero y 
10 de la Ley Número 760 de Responsabilidades Política, Penal y Civil de los 
Servidores Públicos del Estado de Guerrero, a saber, que existan elementos que 
actualicen la presunta responsabilidad y los elementos de los que pueda deducirse 
una posible infracción a las hipótesis que prevén los multireferidos artículos; 
elementos estos últimos que no se configuran en el escrito de denuncia, pues, como 
ya se advirtió, las hipótesis que prevén los numerales en comento, implican que la 
conducta desplegada por la funcionaria denunciada, se traduzcan en una infracción 
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a la Constitución o leyes estatales o municipales que causen daños graves al 
Estado, a algún Municipio o a la sociedad, o trastornen el funcionamiento normal de 
sus instituciones, o que las posibles violaciones a las garantías individuales o 
sociales, sean generalizadas y sistemáticas en perjuicio del interés público y no 
particular, circunstancias que no se actualizan en el escrito de denuncia que nos 
ocupa. 
 
Esta Comisión Dictaminadora advierte una ineficacia jurídica en el planteamiento de 
la litis de responsabilidad política, toda vez que la parte denunciante omite 
establecer un nexo causal directo entre el incumplimiento del pago de laudos y las 
hipótesis de afectación a los intereses públicos fundamentales  que sin discusión 
están  señaladas en el artículo 10 de la Ley Número 760 de Responsabilidades 
Política, Penal y Civil de los Servidores Públicos del Estado de Guerrero 
 
TERCERO. Es importante destacar que el derecho de Acceso a la Justicia, se 
encuentra previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, y que de conformidad con el criterio establecido por la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación en la Tesis Aislada 2020/111, el acceso a la justicia es un 
derecho humano que se garantiza, con determinados requisitos, que toda persona 
pueda acceder a tribunales independientes e imparciales, a fin de que se respeten 
y hagan valer sus derechos y para que los propios órganos encargados de impartir 
justicia resuelvan sin obstáculos las controversias sometidas a su consideración, de 
manera pronta, eficaz y en los plazos establecidos por la ley, criterio que se sustenta 
en la siguiente jurisprudencia: 
 

Tesis: IV.3o.A.2 CS (10a.).Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación.- Décima Época.- 2020111        7 de 925.- Tribunales 
Colegiados de Circuito.- Libro 67, Junio de 2019, Tomo VI.- Pag. 5069.- 
Tesis Aislada(Constitucional). 
 
ACCESO A LA JUSTICIA. CONSTITUYE UN DERECHO 
FUNDAMENTAL PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 17, SEGUNDO 
PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL Y 8, NUMERAL 1, DE LA 
CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. 
 
El artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos establece que toda persona tiene derecho 
a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para 
impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus 
resoluciones de manera pronta, completa e imparcial, además de que su 
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servicio será gratuito, y las costas judiciales prohibidas. Por su parte, el 
artículo 8, numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos dispone que toda persona tiene derecho a ser oída, con las 
debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un Juez o tribunal 
competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por 
la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada en su 
contra, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden 
civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. Así, aunque la expresión 
"acceso a la justicia" no se advierte en la redacción de esas normas, se 
concluye que es el modo simple para identificar el método o medio 
adecuado para materializar el contenido de éstas en favor de los 
gobernados, pues al estar previsto en la parte dogmática de la 
Constitución Federal, dicho término constituye un derecho fundamental 
que, además, ha sido reconocido y ratificado en el instrumento 
internacional mencionado como una potestad inherente a la persona. En 
ese sentido, el acceso a la justicia es un derecho humano que garantiza, 
con determinados requisitos, que toda persona pueda acceder a 
tribunales independientes e imparciales, a fin de que se respeten y hagan 
valer sus derechos y para que los propios órganos encargados de 
impartir justicia resuelvan sin obstáculos las controversias sometidas a 
su consideración, de manera pronta, eficaz y en los plazos establecidos 
por la ley. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL CUARTO CIRCUITO. 
Queja 235/2018. 20 de septiembre de 2018. Mayoría de votos. Disidente: 
Miguel Ángel Cantú Cisneros. Ponente: Sergio Eduardo Alvarado 
Puente. Secretario: Juan Carlos Domínguez Rodríguez. 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en 
el Semanario Judicial de la Federación. 
LO RESALTADO ES PROPIO. 

 
Por otra parte, el artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos  
(Pacto de San José) Establece que, toda persona tiene derecho a ser oída, con las 
debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, 
independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la 
sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la 
determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de 
cualquier carácter.  
 



 

33 

Bajo esa premisa, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el estudio 
de “El acceso a la Justicia como garantía de los derechos económicos, sociales y 
culturales, estudio de los estándares fijados por el Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos”, ha determinado que un elemento de la garantía del debido 
proceso legal es el derecho a la revisión judicial de decisiones administrativas. 
Determinado que toda norma o medida que obstaculice el acceso a los tribunales, 
y que no esté debidamente justificada por las razonables necesidades de la propia 
administración de justicia, debe entenderse contraria al artículo 8.1 de la 
Convención.  
 
Asimismo, establece que deben existir criterios claros sobre el debido proceso legal 
en sede judicial, en aquellos procesos dirigidos a determinar derechos económicos, 
sociales y culturales (los cuáles en el estado de Guerrero se encuentran plenamente 
delimitados).  En este sentido, la jurisprudencia del SIDH ha trazado un estrecho 
vínculo entre los alcances de los derechos consagrados en los artículos 8 y 25 de 
la Convención Americana.  De esta manera, se ha establecido que los Estados 
tienen la obligación de diseñar y consagrar normativamente recursos efectivos para 
la cabal protección de los derechos humanos, pero también la obligación de 
asegurar la debida aplicación de dichos recursos por parte de sus autoridades 
judiciales, en procedimientos con las garantías adecuadas.  
 
Con una relación directa entre la idoneidad de los recursos judiciales disponibles y 
la posibilidad real de exigibilidad de los derechos económicos, sociales y 
culturales.  Sobre el particular, tanto la Corte IDH como la CIDH han comenzado a 
precisar aquellos elementos que componen el derecho al debido proceso 
consagrado en el artículo 8.1 de la Convención Americana respecto a los 
procedimientos de índole social, que presentan algunas características diferenciales 
respecto de otros procedimientos criminales o civiles, además de compartir también 
algunos rasgos comunes.   
 
Identificado un principio de igualdad de armas como parte integrante del debido 
proceso legal, y ha comenzado a delinear estándares con miras a su respeto y 
garantía.  Este principio es sumamente relevante, por cuanto el tipo de relaciones 
reguladas por los derechos sociales suelen presentar y presuponer condiciones de 
desigualdad entre las partes de un conflicto --trabajadores y empleadores-- o entre 
el beneficiario de un servicio social y el Estado prestador del servicio.  Esa 
desigualdad suele traducirse en desventajas en el marco de los procedimientos 
judiciales.  
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Asimismo, establece el derecho a contar con una decisión fundada relativa al fondo 
del asunto también ha sido reconocido por la CIDH y por la Corte como elemento 
integrante del debido proceso legal en este tipo de procedimientos judiciales. En 
tal  sentido, la Comisión Interamericana ha destacado que tras la etapa de prueba 
y debate, los órganos jurisdiccionales deben razonar sus decisiones y determinar 
así la procedencia o no de la pretensión jurídica que da base al recurso. Por su 
parte, la Corte ha expresado que los Estados deben garantizar que los recursos 
judiciales efectivos sean resueltos de acuerdo con el artículo 8.1 de la CADH, por lo 
que los tribunales de justicia deben adoptar decisiones que permitan resolver el 
fondo de las controversias que se le planteen. 
 
De acuerdo al escrito de denuncia del asunto que nos ocupa, los denunciantes en 
todo momento ha tenido el acceso a un Órgano Jurisdiccional denominado Tribunal 
de Arbitraje, que de conformidad con lo dispuesto en el Título Quinto, Capitulo III, 
de la Ley Número 51: Estatuto de los Trabajadores al Servicio del Estado, los 
Municipios y de los Organismos Públicos Coordinados y Descentralizados del 
Estado de Guerrero, se encuentra investido de facultades y atribuciones legales 
para  la tramitación y resolución de los conflictos individuales y colectivos de 
naturaleza laboral, que no tengan una tramitación especial en dicha Ley.  
 
En este caso particular, (los Ministros Juan N. Silva Meza, Sergio A. Valls 
Hernández y José de Jesús Gudiño Pelayo, mediante voto concurrente en la 
Controversia Constitucional 22/2005, establecieron) que, “…cobra relevancia lo 
dispuesto en el artículo 116, fracción III, de la Constitución Federal, en el que el 
Órgano Reformador estableció como prerrogativa de los Poderes Judiciales Locales 
la independencia en el ejercicio de la función jurisdiccional, consistente en que los 
órganos jurisdiccionales resuelvan los conflictos que se sometan a su conocimiento 
con total libertad de criterio, teniendo como norma rectora la propia ley y sin relación 
de subordinación respecto de los demás órganos del Estado…” 
 
Por tanto, “el respeto a la independencia de los Poderes Judiciales Locales tiene 
como fin preservar a dichas instituciones libres de injerencias o intervenciones 
ajenas a su función jurisdiccional que tienen encomendada constitucionalmente, la 
que deben ejercer con plena libertad decisoria, sin más restricciones que las 
previstas en la Constitución y en las leyes…”   
 
De lo anterior, es claro que actuar a través del Juicio de Responsabilidad Política 
respecto de la legalidad y procedibilidad de un juicio o procedimiento laboral -como 
el que nos atañe- se afectaría de manera grave el ejercicio de la función 
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jurisdiccional del Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado, violentado su 
independencia y autonomía.  
 
Es importante destacar que de acuerdo a los ordenamientos legales procesales 
vigentes, se puede deducir que los procedimientos seguidos ante los Tribunales de 
Conciliación y Arbitraje, las partes cuentan con los recursos y medios de 
impugnación legales, que pueden hacer valer para en el caso concreto se les 
resarza en el pleno goce de sus derechos humanos, como lo es el de Acceso a la 
Justicia previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, lo que trae como consecuencia que sea a través de los recursos legales 
previstos en las normas procedimentales existentes, como deben hacerse valer y 
cumplir las determinaciones de los órganos jurisdiccionales, por tratarse de un 
asunto laboral particular. 
 
Este Poder Legislativo debe velar por la independencia de las resoluciones y 
procedimientos que se sigan ante los órganos jurisdiccionales o administrativos, 
donde se ventilen juicios o procedimientos en forma de juicio, como lo marca el 
primer párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
 
En consecuencia, corresponde a las autoridades jurisdiccionales, como el Tribunal  
de Conciliación y Arbitraje del Estado, el dirimir las controversias que se susciten 
respecto al cumplimento o no de algún Laudo emitido en un juicio laboral, y no a 
este Poder Legislativo, dada la imparcialidad, independencia y autonomía con que 
deben contar dichos órganos jurisdiccionales, así como la delimitación de 
atribuciones en cuanto a la administración y acceso a la justicia establecida en los 
artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos2. 

                                                 
2 Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los 

tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las 
Leyes expedidas con anterioridad al hecho. 

En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que 
no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata.  

En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a 
falta de ésta se fundará en los principios generales del derecho.  

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de 
mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y 
procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia 
de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo… 

Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho.  

Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos 
y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, 
quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.  
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En este apartado es importante señalar que la Ley Federal del Trabajo, antes de las 
reformas del mes de abril del año 2019, establecía el derecho de las partes  
interponer el recurso de revisión en contra de actos de los presidentes, actuarios o 
funcionarios, legalmente habilitados, en ejecución de los laudos, convenios, de las 
resoluciones que ponen fin a las tercerías y de los dictados en las providencias 
cautelares, procede la revisión3.  
 
Lo anterior, da aplicabilidad a la siguientes Tesis de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, en donde establece que es ante el Tribunal de Conciliación y Arbitraje 
donde deben tramitarse el Recurso de Revisión de Ejecución de Laudo, a efecto de 
lograr su cumplimiento. 
 

Tesis: 
XXVII.1o.5 L 

Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta 

Novena Época 
183568        1 
de 3 

Tribunales 
Colegiados de 
Circuito 

Tomo XVIII, Agosto de 2003 Pag. 1731 
Tesis 
Aislada(Labor
al) 

 
DEMANDA DE AMPARO CONTRA ACTOS DICTADOS EN EJECUCIÓN 
DE LAUDO. PROCEDE SU DESECHAMIENTO SI PREVIAMENTE A SU 
INTERPOSICIÓN, NO SE AGOTÓ EL RECURSO DE REVISIÓN 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 849 DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO. 
Si bien es cierto que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, en la tesis de jurisprudencia número 147, consultable en la 
página 121 del Tomo VI, Materia Común, del Apéndice al Semanario 
Judicial de la Federación 1917-2000, de la voz: "DEMANDA DE 
AMPARO. LA POSIBILIDAD DE UN RECURSO, NO ES OBSTÁCULO 
PARA ADMITIRLA.", ha sostenido el criterio de que la existencia de un 
posible recurso contra los actos reclamados, motivo de un juicio de 
garantías, no es óbice para admitir y tramitar la demanda de amparo, sino 

                                                 

 

3 Ley Federal del Trabajo. CAPITULO XIV . De la Revisión de los Actos de Ejecución. 

Artículo 849.- Contra actos de los presidentes, actuarios o funcionarios, legalmente habilitados, en ejecución de los laudos, 
convenios, de las resoluciones que ponen fin a las tercerías y de los dictados en las providencias cautelares, procede la 
revisión.  
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que, por el contrario, es conveniente hacerlo, a fin de estudiar 
debidamente la cuestión, sin perjuicio de que después se dicte el 
sobreseimiento que corresponda, si del resultado del estudio respectivo 
apareciere realmente la existencia de alguna causa de improcedencia, 
también lo es que, en la especie, esos razonamientos no son aplicables, 
pues tratándose de actos de los presidentes de las Juntas de Conciliación 
y Arbitraje, dictados en ejecución de laudos, procede el recurso de 
revisión a que se refiere el artículo 849 de la Ley Federal del Trabajo, por 
lo que no se está ante la presencia de un posible recurso, sino más bien 
ante la certeza de su existencia, por lo que no existe obstáculo alguno 
para que el Juez de Distrito deseche la demanda de garantías si 
previamente no se agota tal recurso de revisión ante la autoridad que 
prevé el numeral 850, fracción I, de la Ley Federal del Trabajo. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión (improcedencia) 9/2003. Unión de Colonos de 
Aviación y Servicios Turísticos, A.C. 8 de mayo de 2003. Unanimidad de 
votos. Ponente: José Manuel Rodríguez Puerto. Secretario: Ignacio Ojeda 
Cárdenas. 
 
Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XVI, 
agosto de 2002, página 374, tesis 2a./J. 95/2002, de rubro: "REVISIÓN 
EN EL JUICIO LABORAL. PROCEDE EN CONTRA DEL AUTO 
DICTADO POR EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y 
ARBITRAJE EN LA ETAPA DE EJECUCIÓN DEL LAUDO, EN EL QUE 
RESUELVE SOBRE LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PARA 
EJECUTARLO, POR LO QUE DEBE AGOTARSE PREVIAMENTE A LA 
PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO." 

 
No pasa por alto esta Comisión de Examen Previo que quien signa el escrito de 
denuncia es el Licenciado Carmelo Loeza Hernández como Apoderado Legal de los 
CC. Guillermo Barreda Alvarado, Javier Santamaria Chávez, Macrina Sosa Leyva, 
Agustín Salgado Díaz, Juana Castula Cruz Tello, Ofelia Diego Callo, Mercedes 
Montes Gil, Víctor Hugo Porcayo Rivera, Felipe Adolfo Vergara Aburto, Florencio 
Felipe Solano, Jesús Alfredo Solís Rosas, Juvenal Ramírez Mendoza, Martha 
Navarrete Reyes, Victoria Escuen Ávila, Erika Gutiérrez Cortez, Edgar Guatemala 
Delgado, Lorena Ruiz Gatica, Olga Reséndiz Dorantes y Adela Torres Olea, sin 
embargo, del documento que ingresa para acreditar dicha personalidad, se colige 
inequívocamente que las facultades conferidas al promovente se circunscriben 



 

38 

estrictamente a la intervención en asuntos de carácter jurisdiccional, así como la 
Cláusula Especial, es para cobrar lo relativo a los resultandos del Laudo, no así para 
intervenir ante un Juicio Político que se dirime ante un órgano no jurisdiccional, 
como lo es el Congreso del Estado. 
 
En este sentido, aunado a la división de Poderes que este Congreso debe respetar, 
se actualiza la falta de personalidad de quien suscribe la denuncia, toda vez que el 
Juicio Político debe interponerse por la persona que así desee hacerlo, cuando 
acude en representación de otra persona, debe hacerlo a través de Poder General 
para Pleitos y Cobranzas, otorgado exclusivamente para ello, ya que en materia de 
juicio político, la ley supletoria sería el Código Civil del Estado y el Código Procesal 
Civil del Estado. 
 

En este sentido, la representatividad con la que se ostenta el Actor, en 
materia de Juicio Político no es aplicable, esto con base en el artículo 12 de 
la Ley Número 760 de Responsabilidades Política, Penal y Civil de los 
Servidores Públicos del Estado de Guerrero, el cual establece que 
“ARTICULO 12.- Cualquier ciudadano bajo su responsabilidad, podrá 
formular por escrito, denuncia contra un servidor público ante el Congreso 
por las conductas a que se refiere el artículo 10 de esta Ley”, como se 
observa el escrito de denuncia debía ser presentado y ratificado por los CC. 
Guillermo Barreda Alvarado, Javier Santamaria Chávez, Macrina Sosa 
Leyva, Agustín Salgado Díaz, Juana Castula Cruz Tello, Ofelia Diego Callo, 
Mercedes Montes Gil, Víctor Hugo Porcayo Rivera, Felipe Adolfo Vergara 
Aburto, Florencio Felipe Solano, Jesús Alfredo Solís Rosas, Juvenal Ramírez 
Mendoza, Martha Navarrete Reyes, Victoria Escuen Ávila, Erika Gutiérrez 
Cortez, Edgar Guatemala Delgado, Lorena Ruiz Gatica, Olga Reséndiz 
Dorantes y Adela Torres Olea, y no por la persona que dice ser apoderado 
legal en el Juicio Laboral Burocrático de origen. 

 
Por consiguiente, al no cumplirse con lo dispuesto por el artículo 12 de la Ley 
Número 760 de Responsabilidades Política, Penal y Civil de los Servidores Públicos 
del Estado de Guerrero, y al no acreditarse la personalidad y legitimación, esta 
Comisión acuerda su improcedencia en cuanto a este requisito. 
 
CUARTO. Aunado a lo anterior, esta Comisión dictaminadora toma en cuenta que 
la independencia y la responsabilidad, con que deben actuar los órganos 
jurisdiccionales, administrativos ante quienes se ventilen juicio o procedimientos en 
forma de juicio, son atributos distintos, pero con una relación entre sí que es preciso 
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conocer cuando se trata de fijar la extensión y los efectos de la responsabilidad. La 
independencia se refiere al tiempo anterior y al coetáneo a la decisión judicial.  
 
Cuando el juez forma su juicio y su voluntad sobre el caso sometido debe estar libre 
de toda coacción y presión exteriores, salvo el mandato de ley, de tal manera que 
la decisión sea fruto del sereno estudio de los aspectos jurídicos de aquel caso, con 
dominio de sus posibilidades, sin ninguna perturbación o temor. 
 
Esto tiene su origen y sustento en los Principios Básicos relativos a la 
Independencia de la Judicatura, adoptados por el Séptimo Congreso de las 
Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, 
celebrado en Milán del 26 de agosto al 6 de septiembre de 1985, y confirmados por 
la Asamblea General en sus resoluciones 40/32 de 29 de noviembre de 1985 y 
40/146 de 13 de diciembre de 1985, donde establecen los siguientes principios 
básicos, formulados para ayudar a los Estados Miembros en su tarea de garantizar 
y promover la independencia de la judicatura, mismos que deben ser tenidos en 
cuenta y respetados por los gobiernos en el marco de la legislación y la práctica 
nacionales. Principios que establecen: 
 

1. La independencia de la judicatura será garantizada por el Estado y 
proclamada por la Constitución o la legislación del país. Todas las 
instituciones gubernamentales y de otra índole respetarán y acatarán la 
independencia de la judicatura.  

2. Los jueces resolverán los asuntos que conozcan con imparcialidad, 
basándose en los hechos y en consonancia con el derecho, sin 
restricción alguna y sin influencias, alicientes, presiones, amenazas o 
intromisiones indebidas, sean directas o indirectas, de cualesquiera 
sectores o por cualquier motivo.  

3. La judicatura será competente en todas las cuestiones de índole judicial 
y tendrá autoridad exclusiva para decidir si una cuestión que le haya 
sido sometida está dentro de la competencia que le haya atribuido la 
ley.  

4. No se efectuarán intromisiones indebidas o injustificadas en el proceso 
judicial, ni se someterán a revisión las decisiones judiciales de los 
tribunales. Este principio se aplicará sin menoscabo de la vía de revisión 
judicial ni de la mitigación o conmutación de las penas impuestas por la 
judicatura efectuada por las autoridades administrativas de conformidad 
con lo dispuesto en la ley.  

5. Toda persona tendrá derecho a ser juzgada por los tribunales de justicia 
ordinarios con arreglo a procedimientos legalmente establecidos. No se 
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crearán tribunales que no apliquen normas procesales debidamente 
establecidas para sustituir la jurisdicción que corresponda normalmente 
a los tribunales ordinarios.  

6. El principio de la independencia de la judicatura autoriza y obliga a la 
judicatura a garantizar que el procedimiento judicial se desarrolle 
conforme a derecho, así como el respeto de los derechos de las partes.  

7. Cada Estado Miembro proporcionará recursos adecuados para que la 
judicatura pueda desempeñar debidamente sus funciones.  

 
 
Principios que este Poder Legislativo no puede dejar de observar, sobre todo 
cuando a través del Juicio de Responsabilidad Política se pretende hacer cumplir 
las decisiones contenidas en un Laudo Laboral, en donde como se ha señalado en 
el cuerpo del presente dictamen, existen mecanismos legales, recursos y medios 
de impugnación existentes en las normas legales vigentes que las partes pueden 
hacer valer, en los que determinar la suspensión o destitución de la servidora 
pública denunciada se estaría soslayando la imparcialidad y, principalmente, la 
independencia de las determinaciones del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, dado 
que las partes deben hacer uso de los mecanismos, recursos o incidentes que la 
Ley prevé para su resolución y, en caso de retardo hacer valer los recursos legales 
existentes, de lo que resulta el desechamiento de plano del Juicio de 
Responsabilidad Política que nos ocupa. 
 
Lo anterior, se puede sustentar con los criterios establecidos en la siguientes 
Jurisprudencia emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 
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De ahí que, como lo señala Luis María Diez-Picazo, en su obra Notas de Derecho 
comparado sobre la Independencia Judicial4, en el sentido que ésta “…sea uno de 
los elementos esenciales del Estado de Derecho y de aquí, igualmente, el núcleo 
duro e indiscutido de su significado jurídico-político: la administración de la justicia 

                                                 
4 Revista Española de Derecho Constitucional. Año 12. Núm. 34. Enero-Abril 1992. 

https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=5673&Clase=DetalleTesisEjecutorias
https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=7312&Clase=DetalleTesisEjecutorias
https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=17552&Clase=DetalleTesisEjecutorias
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no debe ser pura manifestación del poder político ni quedar supeditada en manera 
alguna a aquellos órganos del Estado que ejercen dicho poder político, y ello porque 
de nada serviría dictar normas que limitan la actividad de los gobernantes si 
ulteriormente, en la fase de aplicación contenciosa del Derecho, éstos pudieran 
influir en la resolución de los litigios. En palabras de Montesquieu “tampoco hay 
libertad si el poder judicial no está separado del legislativo ni del ejecutivo. Si va 
unido al poder legislativo, el poder sobre la vida y la libertad de los ciudadanos sería 
arbitrario, pues el juez sería al mismo tiempo legislador. Si va unido al poder 
ejecutivo, el juez podría tener la fuerza de un opresor…” a lo que indudablemente 
este Poder Legislativo debe observar en el ejercicio de sus funciones y no pretender 
resolver conflictos jurisdiccionales, como lo pretende hacer la Denunciante Socorro 
Campos Santana”. 
 
 
 
Que en sesiones de fecha 15 y 28 de abril del 2026, el Dictamen en desahogo 
recibió primera y dispensa de la segunda lectura, por lo que en términos de lo 
establecido en los artículos 262, 264 y 265 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo 
del Estado de Guerrero Número 231, la Presidencia de la Mesa Directiva, 
habiéndose la Comisión Dictaminadora reservado el derecho de exponer los 
motivos y el contenido del Dictamen, al no existir votos particulares en el mismo y 
no habiéndose registrado diputados en contra en la discusión, se preguntó a la 
Plenaria si existían reserva de artículos, y no habiéndose registrado reserva de 
artículos, se sometió el dictamen en lo general y en lo particular, aprobándose el 
dictamen por unanimidad de votos. 
 
Que aprobado en lo general y en lo particular el Dictamen, la Presidencia de la Mesa 
Directiva del Honorable Congreso del Estado realizó la Declaratoria siguiente: “Esta 
Presidencia en términos de nuestra Ley Orgánica, tiene por aprobado el Dictamen 
con proyecto de Decreto por el que se declara improcedente la denuncia de juicio 
de responsabilidad política presentada por el licenciado Carmelo Loeza Hernández, 
quien se ostenta como apoderado legal de los CC. Guillermo Barreda Alvarado, 
Javier Santamaría Chávez, Macrina Sosa Leyva, Agustín Salgado Díaz, Juana 
Castula Cruz Tello, Ofelia Diego Callo, Mercedes Montes Gil, Víctor Hugo Porcayo 
Rivera, Felipe Adolfo Vergara Aburto, Florencio Felipe Solano, Jesús Alfredo Solís 
Rosas, Juvenal Ramírez Mendoza, Martha Navarrete Reyes, Victoria Escuen Ávila, 
Erika Gutiérrez Cortez, Edgar Guatemala Delgado, Lorena Ruiz Gatica, Olga 
Reséndiz Dorantes y Adela Torres Olea respectivamente, en contra de la presidenta 
del H. Ayuntamiento del Municipio de Acapulco de Juárez, Guerrero, Abelina López 
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Rodríguez. Emítase el Decreto correspondiente y remítase a las Autoridades 
competentes para los efectos legales conducentes”. 
 
Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto en los artículos 61 
fracción I de la Constitución Política Local, 227 y 287 de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo en vigor, este Honorable Congreso decreta y expide el siguiente: 
 
DECRETO NÚMERO 528 POR EL QUE SE DECLARA IMPROCEDENTE LA 
DENUNCIA DE JUICIO DE RESPONSABILIDAD POLÍTICA PRESENTADA POR 
EL LICENCIADO CARMELO LOEZA HERNÁNDEZ, QUIEN SE OSTENTA COMO 
APODERADO LEGAL DE LOS CC. GUILLERMO BARREDA ALVARADO, 
JAVIER SANTAMARÍA CHÁVEZ, MACRINA SOSA LEYVA, AGUSTÍN 
SALGADO DÍAZ, JUANA CASTULA CRUZ TELLO, OFELIA DIEGO CALLO, 
MERCEDES MONTES GIL, VÍCTOR HUGO PORCAYO RIVERA, FELIPE 
ADOLFO VERGARA ABURTO, FLORENCIO FELIPE SOLANO, JESÚS 
ALFREDO SOLÍS ROSAS, JUVENAL RAMÍREZ MENDOZA, MARTHA 
NAVARRETE REYES, VICTORIA ESCUEN ÁVILA, ERIKA GUTIÉRREZ 
CORTEZ, EDGAR GUATEMALA DELGADO, LORENA RUIZ GATICA, OLGA 
RESÉNDIZ DORANTES Y ADELA TORRES OLEA RESPECTIVAMENTE, EN 
CONTRA DE LA PRESIDENTA DEL H. AYUNTAMIENTO DEL MUNICIPIO DE 
ACAPULCO DE JUÁREZ, GUERRERO, ABELINA LÓPEZ RODRÍGUEZ. 
 
ARTICULO PRIMERO. Se declara improcedente y por consecuencia se desecha 
de plano la denuncia de juicio de responsabilidad política presentada por el 
Licenciado Carmelo Loeza Hernández, quien se ostenta como apoderado legal de 
los CC. Guillermo Barreda Alvarado, Javier Santamaria Chávez, Macrina Sosa 
Leyva, Agustín Salgado Díaz, Juana Castula Cruz Tello, Ofelia Diego Callo, 
Mercedes Montes Gil, Víctor Hugo Porcayo Rivera, Felipe Adolfo Vergara Aburto, 
Florencio Felipe Solano, Jesús Alfredo Solís Rosas, Juvenal Ramírez Mendoza, 
Martha Navarrete Reyes, Victoria Escuen Ávila, Erika Gutiérrez Cortez, Edgar 
Guatemala Delgado, Lorena Ruiz Gatica, Olga Reséndiz Dorantes y Adela Torres 
Olea respectivamente, en contra de la Presidenta del H. Ayuntamiento del municipio 
de Acapulco de Juárez, Guerrero, Abelina López Rodríguez. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- Por tanto, no ha lugar a la incoación del procedimiento. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- Notifíquese el presente Decreto a la parte Denunciante. 
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T R A N S I T O R I O 
 
ÚNICO. El presente Decreto surtirá sus efectos a partir de la fecha de su expedición. 
 
 
 
Dado en el Salón de Sesiones del Honorable Poder Legislativo, a los veintiocho días 
del mes de abril del año dos mil veintiséis. 
 
 
 
 

DIPUTADO PRESIDENTE 
 
 

ALEJANDRO CARABIAS ICAZA 
 
 
 

DIPUTADA SECRETARIA 
 
 

CATALINA APOLINAR SANTIAGO 

 DIPUTADO SECRETARIO 
 
 

JORGE IVÁN ORTEGA JIMÉNEZ 
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DE RESPONSABILIDAD POLÍTICA PRESENTADA POR EL LICENCIADO CARMELO LOEZA HERNÁNDEZ, QUIEN SE 
OSTENTA COMO APODERADO LEGAL DE LOS CC. GUILLERMO BARREDA ALVARADO, JAVIER SANTAMARÍA 
CHÁVEZ, MACRINA SOSA LEYVA, AGUSTÍN SALGADO DÍAZ, JUANA CASTULA CRUZ TELLO, OFELIA DIEGO CALLO, 
MERCEDES MONTES GIL, VÍCTOR HUGO PORCAYO RIVERA, FELIPE ADOLFO VERGARA ABURTO, FLORENCIO 
FELIPE SOLANO, JESÚS ALFREDO SOLÍS ROSAS, JUVENAL RAMÍREZ MENDOZA, MARTHA NAVARRETE REYES, 
VICTORIA ESCUEN ÁVILA, ERIKA GUTIÉRREZ CORTEZ, EDGAR GUATEMALA DELGADO, LORENA RUIZ GATICA, 
OLGA RESÉNDIZ DORANTES Y ADELA TORRES OLEA RESPECTIVAMENTE, EN CONTRA DE LA PRESIDENTA DEL 
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